Poder Judicial de la Nación

AUTOS: “LOPEZ, CARLOS BLAS C/ ESTADO NACIONAL ARGENTINO – DEMANDA ORDINARIA”


En la Ciudad de Córdoba a   dieciséis                    días del mes de Mayo              del año dos mil once, reunida en Acuerdo la Sala "B" de la Excma. Cámara Federal de Apelaciones de la Cuarta Circunscripción Judicial para dictar sentencia en estos autos caratulados: “LOPEZ, CARLOS BLAS C/ ESTADO NACIONAL ARGENTINO – DEMANDA ORDINARIA” (Expte. N° 880/10), venidos a conocimiento del Tribunal en virtud del recurso de apelación interpuesto por la parte actora, en contra de la resolución N° 199 de fecha 1° de julio de 2010, dictada por el señor Juez Titular del Juzgado Federal de Río Cuarto, que rechaza la demanda de usucapión deducida en contra de la Dirección Nacional de Vialidad y en consecuencia, ordena al actor, señor Carlos Blas LOPEZ a la restitución de la porción de terreno perteneciente a la DNV, libre de todo ocupante o cosa que de ella dependan en el término de 10 días.
Puestos los autos a resolución de la Sala los señores Jueces emiten sus votos en el siguiente orden: ABEL G. SÁNCHEZ TORRES – LUIS ROBERTO RUEDA – OCTAVIO CORTES OLMEDO.

El señor Juez de Cámara, doctor don ABEL G. SÁNCHEZ TORRES, dijo:
I.- La Resolución N° 199 de fecha 1° de julio de 2010 (fs. 202/214 vta.), dictada por el señor Juez Titular del Juzgado Federal de Río Cuarto, que rechaza la demanda de usucapión deducida en contra de la Dirección Nacional de Vialidad y en consecuencia, ordena al actor, señor Carlos Blas LOPEZ a la restitución de la porción de terreno perteneciente a la DNV, libre de todo ocupante o cosa que de ella dependan en el término de 10 días, llega a estudio y decisión de este tribunal, en virtud del recurso de apelación deducido por la parte actora (fs. 218).-

Se agravia en primer término la accionante (fs. 225/242) por cuanto el juez a-quo omitió la acumulación de éste proceso con el juicio caratulado: “DIRECCION NACIONAL DE VIALIDAD c/ LOPEZ, Carlos Blas – Sumarísimo” – Expte. 3-D-07, ya que el objeto sobre el que recae la acción ejercida en el presente proceso, coincide con el objeto de la acción de reivindicación ejercida por la Dirección Nacional de Vialidad en los referidos autos que se tramitaron ante  el mismo Juzgado Federal de Río Cuarto.-

En segundo término, se agravia por la incompleta valoración de la prueba, que no se circunscribe a la ofrecida en estos autos, sino también – lo que fue omitido -, a los datos probatorios incorporados en los autos: “Dirección Nacional de Vialidad c/ Lopez, Carlos Blas – Sumarísimo” (Expte. N° 3-D-07).-

Seguidamente se queja por la consideración o calidad de bien de dominio público sometido a utilidad pública, que en el decisorio se le ha otorgado al inmueble objeto de usucapión – en estos autos – y de reivindicación, en los autos “DNV c/ Lopez, Carlos Blas – Sumarísimo”. En efecto, sostiene que no ha sido argumentada, ni sostenida con prueba alguna la utilidad pública que se indica en el decisorio, la que desde hace mas de treinta años ha dejado de sostener el Estado Nacional Argentino en relación al inmueble a merced de la posesión que en forma ininterrumpida ha ejercido el actor y al mismo tiempo, la sentencia apelada no se ha respaldado en elemento probatorio alguno, sea testimonial o documental de data reciente, para argumentar el mantenimiento de ese carácter.-

Finalmente se agravia aduciendo que la sentencia atacada adolece de fundamentación lógica y legal, que debe provocar su nulidad y el dictado de una nueva resolución.-

En definitiva solicita se haga lugar a la demanda de usucapión deducida en autos y se rechace la reivindicación de autos : “DNV c/ LOPEZ, Carlos Blas – Sumarísimo” (Expte. N° 3-D-07), con costas.-

Corrido el traslado de rigor, la demandada refuta agravios a través de su escrito de fs. 246/254.-

III.- Previo a todo corresponde efectuar una breve reseña de las pretensiones deducidas y controvertidas en la causa.-

En tal sentido, se advierte que estamos ante una demanda de usucapión deducida por el señor Carlos Blas LOPEZ -a través de sus apoderados-, en contra del Estado Nacional, pretendiendo se declare en su favor la prescripción adquisitiva del inmueble identificado como una fracción o lonja de terreno, con todo lo clavado, plantado y al suelo adherido, que forma parte de los lotes determinados con los números 1 y 4 del plano de división del establecimiento de campo denominado “Alfaland” ubicado en Pedanía La Cautiva, Departamento Río Cuarto, Provincia de Córdoba, que afecta la forma de triangulo y mide: 583 mts., 974 mm., en su costado Norte, por donde linda con el de Juana de Larrañaga Lete, camino actual de por medio, por el Este 1457 mts., 997 mm, lindando con Camino Nacional actual Ruta Nº 35, que lo separa de Ibarlucea y Gomez, y por el Sur-Oeste, 1567 mts., 915 mm, lindando con mas terreno de los lotes 1 y 4 del referido establecimiento “Alfaland” de propiedad del vendedor, todo lo cual encierra una superficie total de 42 Has., 57 Áreas, 11 Centiáreas y 4 Dm. Cuadrados, todo conforme plano confeccionado por la Administración General de Vialidad Nacional, Sección Córdoba.-

Solicita el señor Carlos Blas LOPEZ que previo los trámites de ley, se declare en su favor la adquisición por prescripción adquisitiva del inmueble referido, manifestado que se encuentra en posesión del mismo desde hace mas de veinte años, que se encontraba abandonado, sin mantenimiento y que ha ejercido la posesión cortando las malezas, construyendo cercos y alambrados, solventando la totalidad de los gastos de mantenimiento, limpiando la zona, trabajándolo en la cría y engorde de animales, laboreo y sembrado. En consecuencia, sostiene haber dispuesto en forma ininterrumpida, pública y pacífica del inmueble de marras con “animus domini”, por lo que solicita el reconocimiento judicial de su derecho y se disponga la escrituración del mismo en su favor.-

A fs. 116/125 contesta demanda el Estado Nacional, quien solicita el rechazo de la demanda, invocando que estamos en presencia de un bien de dominio público del Estado que no puede ser considerado como “res nullius” o “cosa de nadie”, toda vez que se encuentra afectado a los fines estatales y al cumplimiento de actividades esenciales, razón por la cual, los administrados no pueden reivindicar sobre los mismos los derechos subjetivos derivados de la prescripción adquisitiva.-

Manifiesta que el inmueble que se pretende usucapir se encuentra inscripto a nombre del Estado Nacional desde el año 1944, en virtud de una expropiación por causa de utilidad pública y con destino a la construcción de la Ruta Nacional Nº 35. Sostiene que es material y legalmente imposible que el señor López haya ejercido posesión con ánimo de dueño en forma pacífica e ininterrumpida desde hace mas de veinte años y que la misma haya comenzado en 1984, toda vez que jamás le fue cedido al actor, ni permitido el ejercicio de acto posesorio alguno. Por el contrario, se evidencia en forma nítida que se han ejercido actos posesorios por parte del titular dominial, es decir por la Dirección Nacional de Vialidad. Esgrime que el actor jamás detentó la posesión, ya que parte del inmueble – objeto de usucapión – se encuentra afectado a la Ruta Nº 35 y el restante se dio en préstamo a la Municipalidad de Vicuña Mackenna el 30 de diciembre de 1982, renovándose a dicho Municipio la actualización del préstamo de referencia en el año 2005.-

Ofrecido y diligenciada la prueba por ambas partes, el juez a-quo dicta sentencia a fs. 202/214 vta., rechazando la demanda de usucapión deducida en contra de la Dirección Nacional de Vialidad, condenando al  señor Carlos Blas LOPEZ a la restitución de la porción de terreno libre de ocupante o cosa que de ella dependan, con costas.-

IV.- Previo a todo corresponde destacar que conforme las constancias que obran incorporadas a fs. 80/81 de autos, el Registro General de la Provincia informa que el inmueble inscripto en el Protocolo de Dominio 23.109 – Fº 27.952 – Tomo 112, año 1944 figura inscripto a nombre del Estado Nacional Argentino.-

Así las cosas, cabe destacar que la actora pretende usucapir un bien inmueble de pertenencia del Estado Nacional, mas precisamente pretende adquirir un bien de “dominio público”, concepto caracterizado como el conjunto de bienes de propiedad pública del Estado, afectados al uso público, directo o indirecto de los habitantes y sometidos a un régimen jurídico especial de derecho público y por lo tanto, exorbitante del derecho privado en función de los fines que con ellos se tiende a satisfacer.-

Con la denominación de dominio público se identifica una de las diversas exteriorizaciones del poder público del Estado, que constituye uno de sus elementos y que comporta una de las manifestaciones de la soberanía interna del Estado, designada como dominio eminente. “Esa soberanía interna –o dominio eminente– es calificada por Vélez Sarfield en la nota al art. 2507 del Código Civil como un poder, un derecho superior de legislación, de jurisdicción y de contribución. Como consecuencia inmediata de ello, las cosas del dominio público son inalienables, inembargables e imprescriptibles” (Llambías, Jorge J – Alterini, Jorge H. “Código Civil Anotado – Tomo IV-A – Derechos Reales – pág. 43 – Ed. Abeledo-Perrot).-

Se habla de dominio del Estado (Nación en su conjunto, o estados provinciales según el artículo 2339 del C.C. ) como persona jurídica, respecto de los bienes que pueden formar parte de su dominio público o de su dominio privado. Los bienes del dominio público son los que se destinan al uso de todos los habitantes, o a un fin de utilidad común.- 

Hay bienes de dominio público natural, por ejemplo el mar territorial, o las aguas subterráneas (luego de la reforma de la ley 17.711), que son declarados de dominio público por ley pero tomando al bien tal como lo ofrece la naturaleza. En cambio, los bienes del dominio público artificial, son cosas creadas por el Estado y afectadas a un uso público, como una plaza, un camino o un puente.-

Los bienes del dominio público del Estado están enumerados a lo largo de los nueve incisos que componen el artículo 2340 del Código Civil argentino, normativa que en su inc. 7 incluye en el dominio público a toda “obra pública construida para utilidad o comodidad común”, y en una enumeración no taxativa menciona las calles, plazas, caminos, canales y puentes (mío el destacado). En razón de su esencial función, son sus caracteres básicos: inalienabilidad, inembargabilidad e imprescriptibilidad, así como el de no ser susceptibles de otras formas de apropiación por parte de los particulares.- 

En tal sentido, los bienes de dominio público son inalienables e imprescriptibles. Se trata de caracteres inherentes a los bienes públicos, pertenecientes a la esencia del régimen del dominio público; son medios jurídicos a través de los cuales se tiende a hacer efectiva la protección de los bienes dominiales, a efectos que ellos cumplan el fin que motiva su afectación. Tal protección no sólo va dirigida contra hechos o actos ilegítimos procedentes de los particulares, sino contra actos inconsultos provenientes de los propios funcionarios públicos. 

La inalienabilidad halla fundamento legal en la aplicación armónica de los arts. 953, 2336 y 2604 del Código Civil . Así el art. 953 CC. establece: “El objeto de los actos jurídicos deben ser cosas que estén en el comercio”, mientras que el art 2336 C.C. prescribe: “Están en el comercio todas las cosas cuya enajenación no fuere expresamente prohibida o dependiente de una autorización pública” y el art. 2604 CC reza : “El derecho de propiedad se extingue de una manera absoluta por la destrucción o consumo total de la cosa que estaba sometida a él, o cuando la cosa es puesta fuera del comercio.”.-

Las cosas imprescriptibles en razón de su destino, son aquellas que por sí mismas admiten la propiedad privada, pero que por su destino accidental están retiradas del comercio y afectas al uso público, por ende no son susceptibles de adquisición por prescripción adquisitiva. La imprescriptibilidad encuentra fundamento legal en nuestro derecho a través del art. 2400 CC: “Todas las cosas que están en el comercio son susceptibles de posesión. Los bienes que no fueren cosas, no son susceptibles de posesión”, dicha exigencia hace que no pueden ser objeto de posesión las cosas de dominio público, verbigracia, plazas, caminos, puentes etc.. En tanto que según el art. 2459, “…se pierde la posesión cuando la cosa sufre un cambio que la hace legalmente no ser susceptible de ser poseída por estar fuera del comercio”, así acontece: “…cuando se expropia un predio para destinarlo a calle, plaza o cualquier otra obra pública para utilidad o comodidad común (art. 2340 inc. 7º CC).-

En cuanto al dominio, el art. 2604 dice que el derecho de propiedad se extingue de una manera absoluta por la destrucción o consumo total de la cosas que estaba sometida a él, o cuando  la cosa es puesta fuera del comercio”, supuesto éste último que se configura cuando la cosa pasa a ser de dominio público del estado o cuando sobre el inmueble expropiado se hace una obra pública para utilidad común.-

En lo que atañe al objeto de la usucapión, establece el art. 3952: “Pueden prescribirse todas las cosas cuyo dominio o posesión puede ser objeto de una adquisición”. En la nota, el codificador transcribe el comentario de Troplong al art. 2226 del Código Francés quien dice, que hay cosas que son imprescriptibles por razón de su destino y que por tal razón están retiradas del comercio y afectas al uso público, como lo caminos, las calles. Mientras estas cosas se conserven afectadas al uso público, permanecen imprescriptibles.-

En tal sentido cabe concluir que las cosas de dominio público del Estado no pueden poseerse (arts. 2400 y 2459) y por ende, tampoco usucapirse (art. 3952 y su nota). No pueden constituirse en objeto de dominio, dado que cuando adquieren el carácter de tales, ese derecho real se extingue (art. 2604), por lo tanto no son reivindicables por ese motivo (art. 2759).-

La jurisprudencia de la CSJN se ha pronunciado reiteradamente estableciendo el carácter inalienable e imprescriptible de los bienes pertenecientes al dominio público del Estado (Fallos: Tomo 48, página 200; T. 146:289; T. 147: 180 y 220/221).-

Proyectando las consideraciones vertidas al subexamine, se puede inferir a tenor de las constancias documentales obrantes en autos, que el inmueble que se pretende usucapir se encuentra inscripto a nombre del Estado Nacional desde el año 1944, en virtud de la expropiación por causa de utilidad pública, con destino a la construcción de la Ruta Nacional Nº 35. En tal ocasión, el Estado Nacional adquirió un total de 42 Has., 57 Areas, 11 Centiáreas, 4 Dm. Cuadrados, habiéndose destinado para la construcción de la cita ruta la cantidad de 14 Has., 23 Areas, 54 Centiáreas, 70 Dm. Cuadrados, quedando un remanente de 28 Has., 3.356 metros cuadrados, 35 Dm cuadrados. Asimismo consta que con fecha 30 de diciembre de 1982 la DNV otorgó un permiso por tiempo indeterminado para ocupar la superficie no afectada a la construcción de la Ruta Nacional Nº 35 a la Municipalidad de Vicuña Mackenna, con destino a “vivero y obrador”, comprometiéndose al Municipio a ocuparse de la limpieza y conservación del predio, quedándole prohibido ceder en forma total o parcial los derechos conferidos sobre el inmueble. Con fecha 15 de junio de 1990 se le notificó a la Municipalidad de Vicuña Mackenna la Resolución Nro. 0546/89 del 28 de diciembre de 1989 donde consta la rescisión del citado convenio para la cesión de los predio ubicados en los kilómetros 615,87 y 617,25 de la Ruta Nacional Nº 35, a raíz de la renuncia de la comuna a la ocupación precaria asignada. Nuevamente con fecha 30 de junio de 2004, la Municipalidad de Vicuña Mackenna solicita la actualización del permiso de uso del terreno de marras, no solo para vivero municipal de re-cría de ganado, sino también para su uso por parte del Centro Educativo IPEM Nº 65 de dicha localidad. Con fecha 12 de enero de 2005 se le notificó al municipio la actualización del préstamo de referencia.-

En tal sentido, el Estado Nacional es propietario del inmueble en cuestión desde el año 1944, ya que lo adquirió para la construcción de la Ruta Nacional Nº 35, mediante el pago de una justa indemnización y con el dictado de la pertinente ley por parte del Congreso de la Nación.-

Asimismo, en dicha expropiación se tuvo en cuenta como su razón de ser, la utilidad pública, concepto que se refiere a todo aquello que satisface una necesidad general o que tiene la finalidad de maximizar el bienestar general. Lo trascendente de la declaración de utilidad pública es que esta constituye la causa jurídica que torna admisible el proceso expropiatorio, haciendo constar que el bien que se pretende transferir es necesario para la satisfacción de la utilidad general..  “La limitación a la garantía de la inviolabilidad de la propiedad privada puede hacerse efectiva siempre que medie un interés colectivo, cualquiera sea la naturaleza de este…” (Villegas Basavilbaso, Benjamín -  “Derecho Administrativo”, Tomo VI, Ed. Tipográfica Editora Argentina, Buenos Aires).-

En consecuencia, en mérito de los argumentos expuestos, deviene legalmente imposible adquirir por usucapión un bien inmueble que forma parte del dominio público del Estado Nacional, al haber ingresado a su patrimonio en virtud de ley expropiatoria por causa de utilidad pública.-

Amen de ello y en lo que concierne a la pretensión de la actora de usucapir la porción residual de terreno no afectada a la construcción de la Ruta Nacional Nº 35, cabe expresar que no se advierte la existencia de acto administrativo de desafectación del bien o de sustraerlo de su destino de uso público por parte del Estado Nacional.-

Según lo expresa Llambías, recibe el nombre de desafectación: “…la decisión del Estado, adoptada por sus autoridades competentes, en el sentido de alterar el destino de la cosa…de ordinario, tal determinación corresponde al Poder Legislativo del Estado, pero se ha considerado que también hay desafectación, cuando en virtud de una declaración del Poder Administrador o de otro acto suyo, resulta indudable que la cosa ha dejado de servir directamente al uso y goce público, al cual hasta ese momento se encontraba destinada…” (Llambías – Alterini – “Tratado de Derechos Reales” – Parte General – Tomo II, núm 1350, págs. 240/241).-

En similar sentido, la Procuración del Tesoro de la Nación ha establecido que la desafectación no requiere necesariamente el dictado de una ley formal, sino que puede realizarse mediante simple acto administrativo, siempre que éste exprese la inequívoca voluntad de liberarlo del vínculo de inajenabilidad que lo liga al Estado (PTN Dictámenes: 59:176; 68:8).-

A mayor abundamiento, se ha sostenido que: “…si no se ha acreditado de manera suficiente que mediaron por parte del Estado Nacional actos que importarían la desafectación de hecho de los predios que ocupa y que de este modo permitan su usucapión, resulta improcedente tal instituto, tanto más cuando se observa que aquél mantuvo el ejercicio de su potestad jurisdiccional mediante decisiones solo concebibles si se entiende que consideraba al bien afectado al dominio público…” (CSJN “Fernández Cancio de Gamarra, Josefina y otros c/ Adm. Nac. de Parques y otra” del 29 de diciembre de 1988).-

En función de lo expuesto, entiendo que deviene improcedente en la especie la aplicación de la acumulación de procesos (art. 188 CPCCN), ya que además de tratarse de un instituto de aplicación restrictiva, no corresponde, ya que reitero estamos ante un bien de dominio público del Estado que se encuentra fuera del comercio y por ende no puede ser poseído, ni usucapido. Es decir, existe un impedimento legal de carácter absoluto que permite dilucidar las cuestiones suscitadas, sin necesidad de acudir al estudio de los autos: “Dirección Nacional de Vialidad c/ López, Carlos Blas – Sumarísimo” (Expte. 3-D-2007).-

Asimismo y a modo de colofón de lo expuesto en párrafos anteriores, cabe destacar que el titular del dominio de la totalidad del inmueble es el Estado Nacional, quien detenta una potestad jurídica, por lo que los hechos en contrario que permitirían inferir que se ha configurado una desafectación deben ser indudables y apreciados en modo estricto.-

En autos, se vislumbra que ha acontecido lo contrario, ya que obra declaración testimonial del señor Artaza (fs. 147/148), quien en su carácter de Director del IPEM Nº 65 de Vicuña Mackenna manifiesta respecto del convenio de uso y goce del inmueble por el IPEM Nro. 65 que: “…solicitó por nota a la DNV para realizar un contrato de contraprestación con el objeto de poder usar el predio para las prácticas de los alumnos de la especialidad agropecuaria…que la municipalidad tenía el predio con un candado…que el candado fue roto y el señor López ingresó a sembrar allí. Que el señor López no le cedió el predio al IPEM, sino que fue la Dirección Nacional de Vialidad…que el Ministerio de Educación dio la orden de que las escuelas con especialidad agropecuaria que no tenían tierras para trabajar, debían hacer un relevamiento de los inmuebles del Estado Nacional con el objeto que, una vez individualizados, se los pudieran pedir a quienes resultaran ser los dueños. Como el IPEM tenía el antecedente de que Vialidad se lo había cedido a la Municipalidad de Mackenna en el año 1982, ésta en el año 2000 se lo había otorgado al IPEM, quien lo trabajó y lo forestó durante 2001…que el Estado Nacional se ha comportado como dueño, haciendo el convenio de contraprestación…que (el convenio e contraprestación) fue firmado en la Ciudad de Córdoba…”; a su turno el testigo Sardoy (fs. 152)manifiesta: “…que el IPEM Nº 65 que en su momento tuvo la posesión del predio, convocó a los padres de los alumnos con el objeto de que colaboraran en eventos que pudieran generar recursos…le propuso a la escuela realizar tareas de sembrado…habiendo conseguido que no les cobraran ni el almacenamiento, ni la comisión por venta…”. Por último el testigo Hernández (fs. 154/155) en su carácter de docente del IPEM Nº 65, manifiesta que: “…realizó tareas en el predio, las que consistieron en fumigación y siembra de trigo, su recolección y cosecha, habiendo contratado los servicios del Sr. Jorge Sardoy, quien no cobraba nada y lo hacía como aporte benéfico para el establecimiento educativo…”.-

Todo lo expuesto, permite concluir que el Estado Nacional ha llevado a cabo actos contundentes a través de los cuales ha llevado a cabo la exteriorización de su derecho de propiedad. En síntesis, se trata de actividades desplegadas por el Estado Nacional en el marco de su potestad jurisdiccional, respecto de un bien afectado a su dominio público y por ende no susceptible de ser usucapido por los particulares.-

A mérito de los argumentos expuestos, considero que corresponde confirmar la Resolución Nº 199 de fecha 1 de julio de 2010 (fs. 202/214 vta.), con costas en esta instancia a cargo de la actora, a cuyo fin se regulan los honorarios de los Doctores Cesar A. López y Jorge A. Miguel respectivamente en las sumas de Pesos Setecientos ($ 700) y Pesos Quinientos ($ 500) por su gestión profesional ante esta Alzada. ASI VOTO.-

Los señores Jueces de Cámara, doctores don LUIS ROBERTO RUEDA y don OCTAVIO CORTES OLMEDO, dijeron:
Que por análogas razones a las expresadas por el señor Juez preopinante, doctor don ABEL G. SÁNCHEZ TORRES, votaban en idéntico sentido.

Por el resultado del Acuerdo que antecede;

SE RESUELVE:

I.- Confirmar la Resolución Nº 199 de fecha 1 de julio de 2010 (fs. 202/214 vta.).-

II.- Imponer las costas en esta instancia a cargo de la actora, a cuyo fin se regulan los honorarios de los Doctores Cesar A. López y Jorge A. Miguel respectivamente en las sumas de Pesos Setecientos ($ 700) y Pesos Quinientos ($ 500) por su gestión profesional ante esta Alzada.-

III.- Protocolícese, hágase saber y bajen.-

FDO: LUIS ROBERTO RUEDA- ABEL G. SÁNCHEZ TORRES- OCTAVIO CORTES OLMEDO. GRACIELA MONTESI DE BOBONE (SECRETARIA DE CÁMARA). 

PROT. 545 B- F° 44/49- SENT. N° 229-2011.







